
 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL 

PALMIRA – VALLE DEL CAUCA 
 

 

Sentencia n.º 185  
  

Palmira, Valle del Cauca, noviembre veintinueve (29) de dos mil veintidós (2022) 
 
 

Proceso:          Acción de tutela 
Accionante:     Francy Patricia Pérez Baguer - C.C. Núm. 66.781.211 

Accionado(s):  Cosmitet Ltda. 
Radicado:       76-520-40-03-002-2022-00465-00 

 
 

I. Asunto  
   

Procede el Despacho a proferir el fallo que resuelva la acción de tutela instaurada 
por la señora FRANCY PATRICIA PÉREZ BAGUER, identificada con cédula 
de ciudadanía número 66.781.211, quien actúa en causa propia, en contra 
COSMITET LTDA., por la presunta vulneración a sus derechos constitucionales 
fundamentales a la salud, vida e integridad personal.  
   
 

II.    Antecedentes  
  
1. Hechos.   
   
Informa el accionante se encuentra afiliada a COSMTIET LTDA., donde su galeno 
tratante ordenó “CITA CON ESPECIALISTA EN OTORRINOLARINGOLOGÍA”, el cual la entidad accionada 
no ha autorizado, agendado y practicado sin justificación alguna, situación que le ha 
generado deterioro en su salud.  
 
 
2. Pretensiones.    

  
Por lo anterior, solicita se ordene a COSMTIET LTDA., autorice, agende y practique 
“CITA CON ESPECIALISTA EN OTORRINOLARINGOLOGÍA”, ordenada por el médico tratante. 
 
 
3. Trámite impartido.  

  
El despacho mediante proveído 2379 de 27 de noviembre de 2022, admitió a trámite 
el amparo constitucional, ordenando la vinculación de las entidades SECRETARÍA DE 
SALUD MUNICIPAL DE PALMIRA, VALLE ; SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL 
DEL VALLE DEL CAUCA; INSTITUTO  PARA NIÑOS, CIEGOS Y SORDOS DEL VALLE 
DEL CAUCA; AUDIOCOM; MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL Y 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SALUD - ADRES, 
y finalmente la notificación del ente accionado y vinculados, para que previo traslado 
del escrito de tutela se pronunciaran sobre los hechos y ejercieran su derecho de 
defensa en el término de tres (3) días, comunicándose por el medio más expedito. 
 
   
4. Material probatorio.     
  
Se tienen como pruebas aportadas con la demanda las siguientes:  
- Historia Clínica 
- Evaluación vestibular de noviembre 8 de 2022 
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- Audiometría del 14 de diciembre de 2021 
- Historia Clínica - Instituto Niños, Ciegos y Sordos del 22de agosto de 2022 
- Aneo Técnico solicitud 3 autorización servicios - Instituto Niños, Ciegos y Sordos  
  del 22de agosto de 2022 
- Resultado Tomografía 20 de septiembre de 2022 
- Resultado Valoración auditiva de 28 de septiembre de 2022   
 
 
 5. Respuesta de la accionada y vinculadas.   
 
El Jefe de la Oficina Jurídica de la Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud - ADRES, delanteramente hace referencia al 
marco normativo y jurisprudencial aplicable, a los mecanismos de financiación de la 
cobertura integral para el suministro de servicios y tecnologías en salud, la falta de 
legitimación en la causa, para luego afirmar que es función de la EPS, y no de la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – 
ADRES, la prestación de los servicios de salud, por lo que la vulneración a derechos 
fundamentales se produciría por una omisión no atribuible a esta Entidad, situación 
que fundamenta una clara falta de legitimación en la causa por pasiva de esta 
Entidad.  Sin perjuicio de lo anterior, en atención al requerimiento de informe del H. 
Despacho, es preciso recordar que las EPS tienen la obligación de garantizar la 
prestación integral y oportuna del servicio de salud a sus afiliados, para lo cual 
pueden conformar libremente su red de prestadores, por lo que en ningún caso 
pueden dejar de garantizar la atención, ni retrasarla de tal forma que pongan en 
riesgo su vida o su salud, máxime cuando el sistema de seguridad social en salud 
contempla varios mecanismos de financiación de los servicios, los cuales están 
plenamente garantizados a las EPS. 
 
La Secretaria Departamental de Salud el Valle del Cauca, expone: “Ahora bien, teniendo en 

cuenta, además, que, en los hechos expuestos en el escrito de tutela, y en los anexos se evidencia que la accionante se 
encuentra dentro del REGIMEN ESPECIAL DEL FIDUPREVISORA S.A EXCEPTUADO DEL REGIMEN GENERAL EN SALUD, siendo 
a cargo exclusivo de la entidad COSMITET LTDA la prestación de servicios de saludSiendo concordantes con el Principio de 
integralidad y continuidad, en el caso en particular, es de responsabilidad exclusiva de COSMITET LDA brindar los servicios de 
salud que requiere la afectada, como son los medicamentos, procedimientos, actividades e intervenciones por su enfermedad 
en forma Integral y oportuna, a través de las IPS públicas o privadas con las cuales tenga contrato de prestación de servicios 
de salud, de conformidad con la orden médica, incluidos o no dentro del Plan de Beneficios en Salud, que tratándose de una 
afiliación dentro del REGIMEN ESPECIAL O DE EXCEPCION la administración de los recursos provenientes del recaudo de las 
cotizaciones o aportes dentro del Régimen, el reembolso de los costos de los servicios de salud NO PBS a favor de las EAPB 
dentro de este régimen, está a cargo de la ADRES, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley 1955 de 2019 
del 25 de mayo de 2019, que se refiere a las COMPETENCIAS EN SALUD POR PARTE DE LA NACIÓN y que adiciono el numeral 
42.24 al artículo 42 de la Ley 715 de 2001…Frente A LA SOLICITUD DE LA REALIZACION DE EXAMENES Y VALORACION POR 
MEDICOS ESPECIALISTAS OTORRINOLARINGÓLOGO, indicamos que la Corte Constitucional ha reiterado que cuando una 
entidad encargada de la prestación de servicios médicos priva a las personas de su derecho a que se detecte con mayor 
precisión en qué consiste la enfermedad que las aqueja y cómo se puede tratar su padecimiento, cuando por acción u omisión 
deja de practicar o realiza de forma negligente un examen, o por el contrario niega la realización de una actividad que conduzca 
a determinar en forma veraz dicho diagnóstico, implica una manifiesta vulneración de los derechos fundamentales a la vida 
digna y a la integridad física, psíquica y emocional al paciente. Ahora frente al no cumplimiento de las obligaciones en materia 
de prestación de servicios por parte de los actores en el sector salud, la SUPERSALUD a través de la Ley 1949 de 2019, podrá 
imponer sanciones, remover de sus cargos a las personas responsables cuando hayan ejecutado, autorizado o tolerado con 
dolo o culpa grave conductas que violan el régimen del Sistema de Salud. RESPECTO A LA FINANCIACIÓN Y PRESTACIÓN DE 
LOS SERVICIOS DE SALUD Y TECNOLOGIAS NO PBS HOY A CARGO DE LA NACIÓN A TRAVES DE LA ADRES: Es importante 
que el Juez Constitucional, tenga en cuenta al momento de fallar. Que la Ley 1955 de 2019 del 25 de mayo de 2019, “Nuevo 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022” estableció en el artículo 231, que adiciono el numeral 42.24 al artículo 42 de la Ley 
715 de 2001 como una de las competencias en cabeza de la NACION, el manejo de los recursos que financian la prestación 
de los servicios y tecnologías no financiadas con los recursos de la UPC, los cuales se ejecutan a través de la administradora 
de los recursos del sistema general de seguridad social en salud. “ADRES”, estableciendo para ello el Ministerio de Salud, a 
través de la Resolución 205 del 2020, las disposiciones sobre el presupuesto máximo para la gestión y financiación de los 
servicios y tecnologías en salud no financiados con cargo a la unidad de pago por capitación - UPC y no excluidos de la 
financiación con recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS), y adopta, la metodología para definir el 
presupuesto, por otro lado, con la Resolución 206 del 2020, la cartera fijó el presupuesto máximo a transferir a cada EPS de 
los regímenes contributivo y subsidiado y a las entidades obligada a compensar en esta vigencia”. 
 
La Secretaria Municipal de Salud de Palmira (V), asevera que, el accionante se 
encuentra afiliado al sistema de seguridad social, en la COSMITET – REGIMEN 
EXCEPCIONAL. Por lo tanto, le corresponde a esta garantizar en forma Integral y 
oportuna los servicios y tecnologías en salud, de acuerdo a lo ordenado por el médico 
tratante, de conformidad con lo dispuesto a las COMPETENCIAS EN SALUD POR 
PARTE DE LA NACIÓN y, a través de las Instituciones Prestadoras de Servicios de 
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salud “IPS” públicas o privadas con las cuales tenga contrato de prestación de 
servicios de salud. 
 
La Jefe de Grupo de Acciones Constitucionales del Ministerio de Salud y Protección 
Social, delanteramente señala que el Ministerio de Salud y Protección Social no tiene 
dentro de sus funciones y competencias la prestación de servicios médicos ni la 
inspección, vigilancia y control del sistema de salud, sólo es el ente rector de las 
políticas del Sistema General de Protección Social en materia de salud, pensiones y 
riesgos profesionales, razón por la cual desconoce los antecedentes que originaron 
los hechos narrados y por ende las consecuencias sufridas. Además que las otras 
Entidades accionadas y/o vinculadas, son entidades descentralizadas que gozan de 
autonomía administrativa y financiera y sobre las cuales el Ministerio de Salud y 
Protección Social no tiene injerencia alguna en sus decisiones ni actuaciones. 
Seguidamente hace un recuento de la actuación surtida y la normatividad que se 
aplica al caso, para afirmar que existe falta de legitimación en la causa por lo que 
implora exonerar al Ministerio, de toda responsabilidad que se le pueda llegar a 
endilgar dentro de la presente acción de tutela. Frente al caso concreto  menciona: 
“Como señalamos anteriormente, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 647 de 2001, disponen que el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud contenido en dichas normas, no se aplica entre otros a los miembros de las fuerzas militares y 
de la policía nacional, a los afiliados a sanidad militar, ni a los servidores públicos o pensionados de Ecopetrol, ni a los afiliados 
al sistema de salud adoptado por las universidades, ni a los afiliados al sistema de salud del magisterio FOMAG. De conformidad 
con lo anterior, los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, los afilia- dos al Fondo de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, los servidores públicos o pensionados de Ecopetrol y los afiliados al sistema de salud adoptado por las 
universidades constituyen un régimen de excepción distinto de los contemplados en el Sistema de Seguridad Social Integral 
de la ley 100 de 1993, razón por la cual los servicios de salud que llegaren a requerir  no son prestador a   través de los acto 
tores del S.- G.S.S.S. (EPS ni IPS) Así las cosas, se torna legalmente improcedente ordenar al SGSSS a soportar las cargas 
económicas de aquel, por cuanto, evidentemente no le corresponden, hecho que vulneraria el artículo 9 de la Ley 100”.  Así 
las cosas, pretender que la responsabilidad del recobro recaiga sobre el Ministerio de Salud y Protección Social desconoce de 
forma flagrante la normatividad vigente de aquellos regímenes especiales, así como el papel que juegan las instituciones del 
mismo. Adicional a lo anterior, debemos tener en cuenta lo establecido en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2015[2], previó la 
creación de una entidad de naturaleza especial, con personería jurídica.”. Ahora bien, en el presente caso, se evidencia que, 
los hechos y las pretensiones se encaminan básica y directamente en señalar la presunta responsabilidad de COSMITET S.A., 
ante la negativa de garantizar la prestación de los servicios de salud a la parte accionante. Frente a ello, es oportuno aclarar 
que por mandato Constitucional (artículos 6º y 121), el hoy Ministerio de Salud y Protección Social, solo puede hacer lo que 
la Carta le permite como autoridad dentro del marco de sus competencias, es decir, de conformidad con lo previsto en el 
Decreto Ley 4107 de 2011, modificado por el Decreto 2562 de 2012, este Ministerio actúa como ente rector en materia de 
salud, y le corresponde la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos del sector salud y 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS, más de ninguna manera es el responsable directo de la prestación 
de servicios de salud.  En ese orden de ideas, las entidades oferentes en cada uno de los departamentos del territorio nacional 
son las encargadas de prestar directamente los servicios de salud a los docentes activos, a los pensionados. Así las cosas, no 
teniendo el Ministerio de Salud y Protección Social participación alguna en la relación de los hechos efectuada por los 
convocantes, y al no existir imputación jurídica en virtud de la cual pueda asignarse algún tipo de responsabilidad, no existe 
legitimación en la causa por pasiva en cabeza de este ente ministerial 

 
La apoderada de Cosmitet Ltda – Corporación de Servicios Médicos 
Internacionales Them & Cia Ltda, Asegura, “de conformidad con la información brindada por la 

Coordinación Médica encargada de la usuaria, la Sra. Francia Patricia Pereza cuenta con programación para valoración por 
otorrinolaringología en el Instituto para Niños Ciegos y Sordos para el día 30 de noviembre a las 11:50 a.m. Lo anterior, fue 
comunicado por esta directamente por esta institución a la usuaria, tal y como se evidencia en el soporte que se remite”. 

 
 

III. Consideraciones 
 

a. Problema jurídico.  
  
Corresponde a esta instancia determinar si: ¿COSMITET LTDA., ha vulnerado los 
derechos fundamentales invocados por la señora FRANCY PATRICIA PÉREZ 
BAGUER, al no autorizar, agendar y practicar “CITA CON ESPECIALISTA EN 

OTORRINOLARINGOLOGÍA”, ordenada por el médico tratante?   
  
 

b. Tesis del despacho 
 
Considera el despacho que en el devenir procesal del presente amparo 
constitucional desapareció la afectación invocada frente al derecho a la salud, 
vida y dignidad humana conculcado, presentándose así el fenómeno jurídico de 
la carencia actual de objeto por hecho superado.  
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c. Fundamentos jurisprudenciales 
 
Carencia actual de objeto por hecho superado 
  
La jurisprudencia de la Corporación Constitucional, en reiteradas oportunidades, ha 
señalado que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de 
amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el vacío”1. 
Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, se presenta 
en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho superado. 
  
El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de 
tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 
fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese 
adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo 
tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional2 En 
este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un análisis sobre la vulneración de 
los derechos fundamentales cuya protección se demanda, salvo “si considera que la decisión 

debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención sobre la falta de 
conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de 
su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, 
es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que 

se demuestre el hecho superado”3. Precisamente, en la Sentencia T-045 de 2008, se 
establecieron los siguientes criterios para determinar si, en un caso concreto, se está 
o no en presencia de un hecho superado, a saber: “1. Que con anterioridad a la interposición de la 

acción exista un hecho o se carezca de una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho fundamental del 
accionante o de aquél en cuyo favor se actúa. 2. Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la 
acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado. 3. Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el 
suministro de una prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede considerar que existe 
un hecho superado.” 

 
 

d. Caso concreto.  
 
En el asunto puesto en consideración, la señora FRANCY PATRICIA PÉREZ BAGUER, 
se encuentra vinculada a COSMITET LTDA, con un diagnóstico de “HIPOACUSIA 

NEUROSENSORIAL UNILATERAL CON AUDICIÓN IRRESTRIC”, según se evidencia de su historia 
clínica, donde su galeno tratante le ordenó “CITA CON ESPECIALISTA EN OTORRINOLARINGOLOGÍA”, 

sin que hasta el momento haya sido posible su materialización.  
 
Por lo anterior, este despacho pudo constatar que durante el trámite tutelar cesó la 
conducta que dio origen al presente amparo y que fundamentó la pretensión 
invocada. En efecto, como se infiere de la respuesta enviada por la COSMITET LTDA, 
donde informa que dicha valoración le fue programada, el 30 de noviembre de 2022 
a las 11:50 a.m, situación que fue corroborada por la accionante, mediante llamada 
telefónica con la escribiente de este despacho.  En este orden de ideas, se evidencia, 
que, en criterio de este despacho, se encuentra satisfecha la reclamación que motivó 
la acción de tutela. Es de advertir, que la jurisprudencia de la Corporación 
Constitucional, en reiteradas oportunidades, ha señalado que la carencia actual de 
objeto sobreviene cuando frente a la petición de amparo, la orden del juez de tutela 
no tendría efecto alguno o “caería en el vacío”4. Al respecto se ha establecido que 
esta figura procesal, por regla general, se presenta en aquellos casos en que tiene 
lugar un daño consumado o un hecho superado tal y como ocurre en el presente 
caso.  
 
Luego, al desaparecer las causas que motivaron la interposición de la presente 
acción, no solo carece de objeto examinar si el derecho invocado por la tutelante 

                                                           
1 Sentencia T-235 de 2012, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, en la cual se cita la Sentencia T-533 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
2 Sentencia T-678 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, en donde se cita la Sentencia SU-540 de 2007, M.P. Álvaro Tafur Galvis. Al respecto, el artículo 26 
del Decreto 2591 de 1991 dispone que: “[s]i, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la 
actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. 
3 Sentencia T-685 de 2010, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto 
4 Sentencia T-235 de 2012, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, en la cual se cita la Sentencia T-533 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
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fue vulnerado, sino también proferir órdenes de protección, pues no se trata de un 
asunto que plantee la necesidad de formular observaciones especiales sobre la 
materia. 
 
 

IV.  Decisión 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 
PALMIRA - VALLE, administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la Ley, 
 

Resuelve 
 

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado, dentro 
de la acción de tutela formulada por la señora FRANCY PATRICIA PÉREZ BAGUER, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 66.781.211, contra COSMITET 
LTDA, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este fallo. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito, 
conforme a lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1.991. 
 
TERCERO: Este fallo de tutela podrá ser impugnado sin perjuicio de su 
cumplimiento inmediato como lo estipula el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
En caso de ser impugnado, se enviará de manera inmediata al Juez Civil del Circuito 
–Reparto- de esta ciudad. De no ser impugnada la decisión, REMÍTANSE estas 
diligencias oportunamente a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN 
conforme a lo previsto en el art. 32 ibídem. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

  ERIKA YOMAR MEDINA MERA 
JUEZA 
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